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1. INTRODUCCIÓN 

La intensificación de la globalización económica, la expansión transfronteriza de 
las empresas y la creciente movilidad internacional de las personas físicas han 
obligado a los sistemas tributarios estatales -tradicionalmente diseñados con una 
lógica territorial- a adaptarse progresivamente a un entorno mucho más 
interconectado. Este proceso ha incrementado de forma notable los supuestos 
de doble imposición internacional, entendida como la sujeción de una misma 
renta o patrimonio a gravamen en dos o más Estados respecto del mismo 
contribuyente (doble imposición jurídica), sin perjuicio de los casos de doble 
imposición económica, en los que una misma renta soporta tributación en manos 
de distintos sujetos. Para mitigar estas situaciones, los Estados han recurrido a 
los Convenios para evitar la doble imposición (CDI), cuyo objetivo central es 
coordinar la potestad tributaria y asegurar una distribución más equilibrada de la 
imposición conforme a criterios de conexión económica. 

El desarrollo de estos instrumentos se ha visto impulsado de manera decisiva 
por la OCDE, que ya en 1955 adoptó la Recomendación del Consejo en materia 
de doble imposición, cuando la red de convenios era aún muy limitada. Desde 
entonces, el crecimiento ha sido exponencial: hoy se contabilizan miles de CDI 
en vigor a nivel global, reflejo de su papel estructural en la fiscalidad internacional 
contemporánea. España, en línea con esta evolución, pasó de los primeros 
acuerdos centrados en impuestos sucesorios a una red consolidada de 
convenios sobre renta, y patrimonio, hasta alcanzar en la actualidad casi un 
centenar de instrumentos en vigor, muchos de ellos actualizados o modificados 
por el Instrumento Multilateral para implementar las medidas relacionadas con 
los convenios fiscales para evitar la erosión de la base imponible y el traslado de 
beneficios (MLI). Este proceso evidencia la transformación de los CDI desde 
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acuerdos puntuales de coordinación fiscal hacia un sistema globalizado de 
gobernanza tributaria. 

A continuación, se evalúa la naturaleza de los convenios para evitar la doble 
imposición y se analiza sus distintos fines, primordialmente la eliminación de la 
doble imposición mediante la distribución de la potestad tributaria. 
Posteriormente se detalla el contenido y la evolución de la estructura de los 
convenios para concluir con el examen de los elementos esenciales que rigen la 
negociación de los CDI. 
 
2. NATURALEZA Y OBJETO. 
2.1. NATURALEZA. RELACIÓN DE LOS CONVENIOS CON OTRAS 

NORMAS 

Los convenios para evitar la doble imposición constituyen tratados 
internacionales celebrados entre Estados soberanos con la finalidad de 
coordinar y distribuir sus potestades tributarias respecto de rentas o patrimonios 
con elementos de conexión internacional.  

Su naturaleza jurídica viene determinada por el artículo 2.1.a) de la Convención 
de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, que define el tratado como 
un acuerdo internacional escrito regido por el Derecho internacional. En el 
ordenamiento español, los CDI pasan a formar parte del Derecho interno una vez 
válidamente celebrados y publicados oficialmente, conforme al artículo 96 de la 
Constitución. Esta doble dimensión, internacional e interna, explica que su 
estudio requiera una visión conjunta del Derecho internacional público, el 
Derecho tributario y el Derecho constitucional.  

La relevancia de los CDI en el sistema tributario español se refleja expresamente 
en la Ley General Tributaria. El artículo 7 LGT los incluye entre las fuentes del 
ordenamiento tributario, situándolos por encima de la legislación tributaria 
ordinaria, mientras que numerosas leyes reguladoras de impuestos, como la Ley 
del IRPF o la Ley del Impuesto sobre Sociedades, recuerdan que sus 
disposiciones deben aplicarse sin perjuicio de lo establecido en los convenios 
internacionales.  

No obstante, los CDI no crean tributos ni establecen nuevas potestades de 
gravamen, ya que estas siguen correspondiendo exclusivamente al Derecho 
interno de cada Estado conforme al principio de reserva de ley reconocido en el 
artículo 133 de la Constitución. Su función consiste en limitar, coordinar o repartir 
competencias tributarias previamente existentes, determinando qué Estado 
puede gravar una renta y en qué medida. Los Comentarios al artículo 2 del 
MCOCDE insisten precisamente en esta idea: el convenio no crea el impuesto, 
sino que condiciona y distribuye su ejercicio entre los Estados contratantes. 

La relación entre los CDI y las normas internas plantea, sin embargo, importantes 
cuestiones jurídicas. Una de las más relevantes es el denominado treaty 
override, que se produce cuando una norma interna posterior contradice o limita 
unilateralmente lo acordado en un convenio. Desde la perspectiva del Derecho 
internacional, esta práctica vulnera el principio pacta sunt servanda recogido en 
el artículo 26 de la Convención de Viena, según el cual los tratados deben 
cumplirse de buena fe. La OCDE ha manifestado reiteradamente su rechazo a 
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estas situaciones y emitió la Recomendación del Consejo sobre la Anulación del 
Tratado Fiscal de 1989 recomendando a los Estados resolver los conflictos 
mediante consultas bilaterales y evitar la aprobación de normas incompatibles 
con sus obligaciones convencionales. Aunque en España la posición jerárquica 
de los tratados internacionales reduce significativamente este riesgo, el debate 
sigue siendo relevante a nivel comparado, especialmente en aquellos 
ordenamientos donde la legislación posterior puede prevalecer sobre los 
tratados internacionales. 

Finalmente, la interacción entre los CDI y otras fuentes supranacionales ha 
adquirido una importancia creciente. En el ámbito de la Unión Europea, los 
convenios deben aplicarse respetando las libertades fundamentales del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea, de modo que determinadas cláusulas 
convencionales pueden resultar incompatibles con la libertad de establecimiento, 
la libre circulación de capitales y trabajadores o la libre prestación de servicios. 
La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha reiterado que, 
aunque la fiscalidad directa sigue siendo competencia de los Estados miembros, 
el ejercicio de dicha competencia debe ajustarse al Derecho de la Unión. 
Paralelamente, las iniciativas impulsadas por el proyecto BEPS, la Convención 
Multilateral (MLI) y los trabajos de la OCDE y de Naciones Unidas han reforzado 
la dimensión internacional de los CDI, transformándolos en instrumentos 
esenciales no solo para eliminar la doble imposición, sino también para combatir 
la evasión fiscal, prevenir el uso abusivo de los convenios y garantizar una 
tributación más coherente en una economía cada vez más globalizada y 
digitalizada. 

2.2. OBJETO DE LOS CONVENIOS. 

Los convenios para evitar la doble imposición constituyen uno de los 
instrumentos esenciales del sistema tributario internacional. Su finalidad 
tradicional ha sido la coordinación entre Estados para repartir la potestad de 
gravamen sobre rentas o patrimonios con elementos de conexión transfronteriza, 
evitando así la doble imposición jurídica. Sin embargo, tanto el MCOCDE 2017 
como su actualización de 2025, en línea con el MCONU, reflejan una evolución 
clara: los CDI ya no se limitan a eliminar la doble tributación, sino que incorporan 
objetivos adicionales vinculados a la lucha contra la elusión y la evasión fiscal, 
especialmente tras el impulso del proyecto BEPS de la OCDE y el G20. 

Esta ampliación de finalidades se observa con claridad en el preámbulo 
propuesto por el MCOCDE 2017, que ya no solo menciona la eliminación de la 
doble imposición, sino también la prevención de la elusión y evasión fiscal, sin 
generar oportunidades de no imposición o de imposición reducida. Frente a 
versiones anteriores, como el MCOCDE 2014 o el MCONU 2011, donde estas 
referencias aparecían como nota al pie, la versión de 2017 las incorpora de 
manera expresa en el propio texto del modelo, reforzando su valor interpretativo 
y su impacto en los convenios bilaterales. 

Junto a estos objetivos fiscales, los CDI también responden a finalidades de 
política económica más amplias. Su existencia favorece la seguridad jurídica, 
reduce la incertidumbre en la fiscalidad internacional y facilita la inversión 
transfronteriza al permitir una mayor previsibilidad sobre la tributación aplicable. 
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Asimismo, los convenios actúan como instrumentos de cooperación 
administrativa entre Estados, al establecer mecanismos de intercambio de 
información, asistencia en la recaudación y procedimientos amistosos de 
resolución de conflictos, lo que refuerza la gobernanza fiscal internacional. 

En este contexto, la evolución del preámbulo del Modelo refleja un cambio 
estructural en la concepción de los CDI: de simples instrumentos de eliminación 
de la doble imposición a herramientas multifuncionales que combinan objetivos 
recaudatorios, de cooperación y de lucha contra la erosión de bases imponibles. 
Esta transformación los sitúa en el centro del actual orden fiscal internacional, 
cada vez más orientado a la transparencia, la coherencia normativa y la 
coordinación entre jurisdicciones. 

2.3. DISTRIBUCIÓN DE POTESTAD TRIBUTARIA 

A la hora de configurar la estructura de su sistema impositivo, los Estados suelen 
apoyarse en el principio de residencia, conforme a dos criterios básicos de 
sujeción: tributación mundial y territorial. El Estado puede gravar, por un lado, a 
sus residentes de acuerdo con su renta mundial con independencia del lugar de 
su obtención o solo por la renta obtenida en su territorio. En ambos casos el 
Estado estaría actuando como Estado de Residencia. Por otro lado, el Estado 
puede gravar a los no residentes por la renta obtenida en el territorio de dicho 
Estado, es decir, como Estado de la Fuente. La coexistencia de ambos criterios 
puede provocar situaciones de doble imposición jurídica internacional, 
especialmente cuando el Estado de Residencia grava una renta obtenida en el 
extranjero y, simultáneamente, el Estado donde se origina dicha renta también 
ejerce su potestad tributaria. 

Los CDI, inspirados en el MCOCDE, así como en el MCONU, tienen 
precisamente la finalidad de resolver estos conflictos mediante las siguientes 
reglas de distribución de la potestad tributaria adaptadas a cada categoría de 
renta: 

a) Tributación Exclusiva: se otorga en exclusivo la potestad de gravar una renta 
a uno de los Estados contratantes. Consecuentemente, el otro Estado 
contratante debe abstenerse de gravar dicha categoría de rentas, evitándose 
la doble imposición. Esta técnica elimina la doble imposición de manera 
directa y suele favorecer al Estado de Residencia, dada la estrecha 
vinculación personal y económica existente entre este y el contribuyente. No 
obstante, determinadas rentas presentan una conexión especialmente 
intensa con el territorio donde se generan, por lo que la potestad exclusiva 
puede atribuirse al Estado de la Fuente; un ejemplo clásico es el artículo 19 
de ambos Modelos, relativo a determinadas remuneraciones y pensiones 
públicas, que atribuye la potestad exclusiva al Estado de la Fuente por el 
fuerte nexo del Gobierno pagador con la renta. 

b) Tributación Compartida: para determinadas categorías de renta se otorga la 
potestad de gravar a ambos Estados contratantes. En estos casos, la doble 
imposición no se elimina mediante la propia regla distributiva, sino 
posteriormente a través de los mecanismos de exención o imputación 
previstos, con carácter general, en los artículos 23A y 23B del MCOCDE y 
sus equivalentes en el MCONU 
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Dentro de la tributación compartida, la intensidad de la potestad reconocida 
al Estado de la Fuente varía en función del grado de fuerza del nexo de la 
renta con su territorio. Algunas categorías, como las rentas inmobiliarias 
reguladas en el artículo 6, permiten una tributación en la fuente sin limitación, 
reflejando la fuerte conexión existente entre el inmueble y el Estado donde 
está situado, permitiéndole gravar la renta conforme a su legislación 
doméstica. Otras rentas, especialmente las pasivas —dividendos, intereses 
o cánones—, suelen estar sujetas a una tributación compartida con límites 
máximos de imposición en la fuente establecidos en el propio convenio.  

2.4. MODELOS DE CONVENIOS 

Los Modelos de Convenio para evitar la doble imposición constituyen uno de los 
instrumentos claves del Derecho internacional tributario. Ante el creciente 
escenario de negociaciones bilaterales de CDI entre Estados soberanos a 
mediados del siglo XX, surgió la necesidad de alcanzar un acuerdo sobre los 
elementos esenciales de los convenios y su interpretación, así como la 
armonización de sus principios, definiciones y reglas, junto con la resolución de 
divergencias y lagunas derivadas de las propias negociaciones de los distintos 
Estados. 

Los Modelos de Convenio son el resultado consensuado de los trabajos en 
distintas Organizaciones internacionales, ofreciendo a los Estados la base o guía 
para determinar su marco político en sus negociaciones de convenios bilaterales 
para evitar la doble imposición. A pesar de la relevancia que han adquirido los 
Modelos de Convenio, no debe olvidarse que en ningún caso son normativa ni 
de obligado cumplimiento. Sirven de base para las negociaciones y ofrecen 
uniformidad y claridad para los Estados negociadores, sin perjuicio de los 
debates sobre la interpretación como soft-law. 

En definitiva, los Modelo de Convenio buscan facilitar y homogenizar la 
negociación de los Convenios para evitar la doble imposición. Si bien, 
corresponde a cada Estado diseñar su propia política fiscal sirviéndose de apoyo 
en uno o varios de los Modelos existentes en función de las peculiaridades de 
cada Modelo. 

2.4.1. Modelo OCDE (MCOCDE) 

En la Introducción del Modelo de Convenio de la OCDE, versión 2017, se expone 
en detalle los antecedentes históricos del Modelo, de los cuales se desprende 
los siguientes hitos. Partiendo del hecho que, a pesar de haber Convenios 
firmados, sirviendo de modelos inspiradores los de México (1943) y de Londres 
(1946), estos Modelos presentaban deficiencias y no contaban con una 
aceptación completa y unánime. Dada la situación económica y la creciente 
necesidad de cooperación entre los países, el Comité Fiscal de la OCDE inició 
sus trabajos en 1956, culminando en 1963 con la presentación del Informe final, 
titulado “Proyecto de Convenio de Doble Imposición sobre la Renta y el 
Patrimonio1” y el llamamiento de la Recomendación del Consejo, de 30 de julio, 
a seguir el Proyecto de Convenio al concluir convenios bilaterales. 

 
1 Draft Double Taxation Convention on Income and Capital, OECD, Paris, 1963. 
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El Proyecto de Convenio de 1963 ha sido objeto de numerosas revisiones y 
modificaciones2, destacando la revisión de 19773 por la valoración de la 
experiencia adquirida y la aparición de nuevas formas de organización 
empresarial internacional; la revisión de 1991 consolidó el concepto de 
revisiones periódicas y puntuales; y la de 1997 se incluyó posiciones de 
numerosos países no OCDE. Desde entonces el MCOCDE ha sido objeto de 
revisiones periódicas, si bien la revisión por excelencia en los últimos años 
concluyó con la publicación del MCOCDE en su versión de 2017. 

La última revisión del MCOCDE de 2025, aprobado por el Comité de Asuntos 
Fiscales el 13 de octubre de 2025 y por el Consejo de la OCDE el 18 de 
noviembre del mismo año, conllevó importantes modificaciones en los 
Comentarios y precisiones interpretativas para reflejar la adaptación del sistema 
tributario internacional a los nuevos desafíos derivados de la digitalización de la 
economía, el trabajo remoto transfronterizo, la creciente complejidad de las 
estructuras empresariales multinacionales, establecimiento permanente y la 
extracción de recursos naturales. 

Desde mediados del siglo XX, la mayor parte de los convenios bilaterales 
firmados en el mundo se han inspirado directa o indirectamente en el MCOCDE, 
lo que ha permitido construir una red relativamente homogénea de normas 
tributarias internacionales. Como resultado, la distribución de las potestades 
tributarias favorecía una mayor tributación en el Estado de Residencia, limitando 
en numerosos supuestos la capacidad impositiva del Estado de la Fuente.  

Los principales logros del MCOCDE, como pueden ser la consolidación de 
estándares internacionales, la definición homogénea de conceptos fiscales como 
residencia fiscal, establecimiento permanente o beneficiario efectivo o el 
establecimiento de los procedimientos amistosos, también han sido objeto de 
importantes críticas. Una de las principales objeciones es que favorece 
excesivamente a las economías desarrolladas exportadoras de capital frente a 
los países en desarrollo, como Estado de la Fuente. 

2.4.2. Modelo ONU (MCONU) 

La percepción crítica del MCOCDE como modelo de los países industrializados 
impulsó el desarrollo del Modelo de Convenio de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), concebido como una alternativa más favorable a los intereses de 
los países en desarrollo, especialmente en regiones como África, Asia y América 
Latina, con el objeto de preservar una mayor capacidad recaudatoria sobre 
actividades económicas desarrolladas en su territorio. En 1979 el Grupo de 
Expertos en Acuerdos tributarios entre países desarrollados y en vías de 
desarrollo de la ONU elaboró un proyecto de acuerdo para evitar la doble 
imposición que tomó como base el Proyecto de la OCDE de 1963. 

 
2 El MCOCDE ha sido objeto de revisión o modificación en 1963, 1977, 1992, 1994, 1995, 1997, 2000, 
2002, 2005, 2008, 2010, 2014, 2017 y 2025. 
3 Model Double Taxation Convention on Income and on Capital, OECD, Paris, 1977.   
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Este Modelo de Convenio de las Naciones Unidas de doble imposición entre 
países desarrollados y países en desarrollo4, en adelante MCONU, mantiene la 
estructura general del MCOCDE, si bien amplía significativamente las 
potestades tributarias del Estado de la Fuente. Al igual que el MCOCDE, el 
MCONU no está libre de crítica ante la posible generación de mayores cargas 
fiscales para la inversión extranjera y con el riesgo de aumentar situaciones de 
doble imposición residual. 

A pesar de un cierto acercamiento o, al menos, más comprensión entre ambos 
Modelos, especialmente por las modificaciones derivadas del proyecto BEPS de 
la OCDE de la mano del G20, las Naciones Unidas han realizado numerosos 
trabajos para reforzar su papel de liderazgo en materia de fiscalidad 
internacional. 

Fruto de tales esfuerzos es el trabajo desarrollado en la actualización del 
MCONU, que amplía las posibilidades de tributación en fuente, especialmente 
respecto de servicios técnicos, economía digital, presencia económica 
significativa y explotación de recursos naturales. En conjunto, el Modelo ONU 
2025 refleja la evolución del Derecho tributario internacional hacia una mayor 
protección de la tributación en fuente y una creciente adaptación a los desafíos 
derivados de la digitalización y globalización económica. 

2.4.3. Otros Modelos de Convenio 

El MCOCDE y el MCONU constituyen los principales referentes en la 
negociación de CDI, si bien existen otros modelos de Convenios desarrollados 
en ámbitos regionales o nacionales con finalidades específicas y adaptados a 
determinadas realidades económicas o políticas.  

Entre ellos destaca especialmente el Modelo de Convenio de los Estados 
Unidos, elaborado por el Departamento del Tesoro estadounidense, 
caracterizado por un enfoque marcadamente antiabuso y por una fuerte 
protección de la base imponible nacional. Este modelo incorpora cláusulas 
técnicas muy detalladas, como las “Limitation on Benefits” (LOB), destinadas a 
evitar el treaty shopping y otras formas de utilización abusiva de los convenios 
fiscales. Asimismo, mantiene particularidades derivadas del sistema tributario 
estadounidense, como la tributación basada en ciudadanía. 

También reviste importancia el Modelo Andino, cuyo objetivo principal fue 
favorecer la integración económica regional entre países latinoamericanos 
mediante un sistema que prioriza claramente la tributación en el Estado de la 
Fuente. Igualmente pueden mencionarse diversos modelos regionales africanos 
inspirados en el Modelo ONU, especialmente orientados a la tributación de 
recursos naturales y actividades extractivas.  

Un ejemplo relevante adicional es el denominado Modelo Nórdico de Convenio, 
utilizado tradicionalmente por los países escandinavos (Dinamarca, Suecia, 
Noruega, Finlandia e Islandia) como base para sus convenios bilaterales. Este 
modelo se caracteriza por su elevado grado de integración administrativa y 

 
4 Convenio Modelo de las Naciones Unidas de doble imposición entre países desarrollados y países en 

desarrollo. 1980 1ª edición y 2001 2ª edición 
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cooperación entre administraciones tributarias, fruto de la fuerte afinidad 
económica y jurídica entre estos Estados.  
 
3. ESTRUCTURA Y FUNCIONALIDAD 

Los convenios para evitar la doble imposición siguen, en términos generales, la 
estructura de los modelos elaborados por la OCDE y las Naciones Unidas, que 
constituyen la principal referencia en las negociaciones internacionales. El 
MCOCDE y el MCONU comparten una organización similar, aunque este último 
atribuye una mayor capacidad de gravamen al Estado de la Fuente. 

El Modelo de Convenio se compone de tres elementos fundamentales: el 
articulado, los comentarios y las posiciones de determinados Estados. El 
articulado contiene las reglas que distribuyen la potestad tributaria entre los 
Estados contratantes, mientras que los comentarios detallan el alcance de sus 
disposiciones, incorporan ejemplos prácticos y reflejan la evolución de la 
fiscalidad internacional. Las posiciones permiten conocer discrepancias o 
matices interpretativos de los países. 

Sin embargo, los CDI bilaterales únicamente incorporan el articulado negociado 
por los Estados y, en su caso, sus Protocolos anexos. Los comentarios y 
posiciones no forman parte del tratado ni tienen carácter vinculante, aunque 
poseen una gran relevancia interpretativa. De hecho, constituyen una referencia 
habitual para las administraciones tributarias, los tribunales y los contribuyentes 
a la hora de determinar el significado y la finalidad de las disposiciones 
convencionales. 

Las actualizaciones del MCOCDE de 2017 y 2025, impulsadas por el proyecto 
BEPS, la Convención Multilateral (MLI) y los retos de la economía digital, han 
reforzado el papel de los comentarios como instrumento (soft law) de 
interpretación dinámica. Gracias a ello, el Modelo no solo sirve de base para la 
negociación de convenios, sino también para garantizar una aplicación 
coherente y adaptada a la evolución de la fiscalidad internacional, si bien no está 
libre de conflicto la interpretación dinámica frente a la estática o el propio uso 
como soft law de los comentarios. 

3.1. ARTICULADO 

La estructura de los CDI se distribuye en 31 artículos agrupados en siete 
capítulos que comprenden desde el ámbito de aplicación, definiciones, 
imposición de la renta y el patrimonio, los métodos de eliminación de la doble 
imposición y disposiciones especiales y finales. 

3.1.1. Ámbito de Aplicación 

El ámbito de aplicación establece sobre quién debe aplicarse el Convenio 
(ámbito subjetivo) y a qué impuestos afecta (ámbito objetivo). 

3.1.1.1. Ámbito Subjetivo. Artículo 1 

El ámbito subjeto se regula en el artículo 1, cuyo apartado primero señala que el 
Convenio “se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados 
Contratantes”. Asimismo, el apartado segundo del artículo 1 completa el ámbito 
subjetivo con la figura de entidad total o parcialmente transparente. 
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Es relevante la correcta determinación de “personas residentes” dado que estas 
personas tendrán el derecho a la aplicación del Convenio y de sus beneficios. 
Por ello, se debe acudir al artículo 3 que define el término “persona”, así como al 
artículo 4 que regula el término “residente”.  

3.1.1.2.  Ámbito Objetivo. Artículo 2 

El MCOCDE propone que se aplique “a los Impuestos sobre la Renta y sobre el 
Patrimonio exigibles por cada uno de los Estados contratantes, sus subdivisiones 
políticas o sus entidades locales, cualquiera que sea el sistema de exacción.”  

El ámbito objetivo recoge los impuestos de exacción directa al ser aquellos que 
pueden causar doble imposición, si bien el propio Modelo ha tratado de evitar 
esta denominación. En todo caso, serán los Estados contratantes los que 
determinen si se aplica solo sobre la renta o sobre ambos, renta y patrimonio, 
así como si se incluye o no el inciso de las subdivisiones. En el caso de España 
se recoge en dicho inciso el propio Estado, las Comunidades Autónomas o 
Ayuntamientos. 

El apartado segundo del artículo 2 define lo que se considera Impuestos sobre 
la Renta y sobre el Patrimonio, entendiéndose como aquellos que gravan la 
totalidad o parte de la renta o del patrimonio, incluyendo ganancias de 
enajenación de bienes muebles o inmuebles, salarios o plusvalías.  A 
continuación, el apartado 3 permite realizar una enumeración de los impuestos 
de cada Estado a los que se les aplica el Convenio. 

El ámbito objetivo de CDI suscritos por España habitualmente comprende el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto sobre Sociedades, 
Impuesto sobre la Renta de No Residentes y, en su caso, Impuesto sobre el 
Patrimonio, sin perjuicio de incluir impuestos de sus subdivisiones o locales. 

En una economía tan cambiante como la existente, las Administraciones 
tributarias deben actualizar su normativa y actuaciones a las nuevas situaciones. 
Conforme las Naciones Unidas, en su Papel “Porque negociar Convenios 
fiscales” (Pickering 2013), el tiempo medio de aplicación de un CDI se estima en 
15 años.  

El propio CDI establece un mecanismo de actualización automática para impedir 
que su ámbito objetivo no quede obsoleto ante posibles cambios futuros y 
mantenga su vigencia. Así, el apartado 3 del artículo 2 prevé que “se aplicará 
igualmente a los impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente similar que 
se establezcan con posterioridad a la fecha de la firma del mismo, y que se 
añadan a los actuales o los sustituyan.”. Las autoridades competentes de los 
Estados contratantes se comunicarán las modificaciones legislativas que afecten 
al ámbito de aplicación del convenio.  

3.1.2. Definiciones 

En aras de ofrecer claridad en la aplicación del Convenio se incorporan 
numerosas definiciones de los términos o categorías de rentas claves a lo largo 
de su articulado. De tal forma que hay artículos específicos de definición, tales 
como los artículos 3 con Definiciones Generales, el artículo 4 del término 
Residente y el artículo 5 que define el Establecimiento Permanente. Por otro 
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lado, hay términos más específicos que se definen en el propio artículo que 
regula su distribución de potestad tributaria, como dividendos, intereses, 
cánones. Incluso hay términos definidos en los comentarios.  

3.1.2.1.  Definiciones Generales. Artículo 3 

El artículo 3 del MCOCDE reúne las definiciones básicas necesarias para aplicar 
el convenio, enumerando en su apartado primero hasta nueve términos 
esenciales. Entre ellas destacan los conceptos de «persona» y «sociedad», 
fundamentales para delimitar el ámbito subjetivo del tratado, incluyendo a las 
personas físicas, las entidades societarias y otras agrupaciones de personas. 
También se definen términos como «empresa», «actividad económica», «tráfico 
internacional», «autoridad competente» o «nacional», todos ellos esenciales 
para interpretar correctamente diversos artículos del convenio. En España, la 
autoridad competente es el Ministro de Hacienda o su representante autorizado. 
Esto permite que cada Estado internamente, pueda designar una o más 
autoridades competentes según sea, por ejemplo, para el intercambio de 
información o para los procedimientos amistosos. 

Por otro lado, el término “Estados contratantes” no está previsto en el MCOCDE, 
si bien a efectos prácticos cada Estado contratante se define en el artículo 3 de 
acuerdo con el derecho internacional y en función de ello, propone su propia 
definición.  

Una característica relevante del artículo 3 es la denominada cláusula de remisión 
al derecho interno, según la cual los términos no definidos expresamente en el 
convenio tendrán el significado que les atribuya la legislación tributaria del 
Estado que lo aplica, salvo que el contexto exija otra interpretación. Esta regla 
permite adaptar el convenio a la evolución de los ordenamientos nacionales, 
aunque puede generar divergencias interpretativas entre los Estados 
contratantes. Por ello, los Comentarios al Modelo desempeñan una función 
fundamental para promover una interpretación homogénea. 

3.1.2.2.  Residente. Artículo 4 

El apartado primero regula el término “residente de un Estado contratante”, que, 
junto al término “persona” del artículo 3.1, establecen los criterios para la 
determinación del ámbito subjetivo del Convenio, es decir, quién tiene derecho 
a los beneficios previstos en el mismo. Se define residente, en primer lugar, a 
aquella persona que, en virtud de la legislación de ese Estado, esté sujeta a 
imposición en el mismo. A continuación, enumera criterios de sujeción como el 
domicilio, residencia, sede de dirección o cualquier otro criterio de naturaleza 
análoga.  

En su última frase señala que “las personas que estén sujetas a imposición en 
ese Estado exclusivamente por la renta que obtengan de fuentes situadas en el 
citado Estado o por el patrimonio situado en el mismo” no se incluyen en el 
término “residente” a efectos del Convenio y, por tanto, no tiene derecho a 
aplicarse lo dispuesto en el Convenio. Hace referencia a aquellas personas con 
regímenes específicos de tributación limitada sobre una parte de sus rentas 
obtenidas en ese Estado y no al criterio general de imposición la tributación 
territorial que adopte un Estado. 
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Consecuentemente, el término “residente” se determina en función de la 
legislación del Estado que se considera Estado de Residencia. En España se 
acudirá a los artículos 8, 9 y 10 de la LIRPF para las personas físicas y a los 
artículos 7 y siguientes de la LIS para personas jurídicas. Si bien, nada impide 
que una “persona”, bien física bien jurídica, se defina como “residente” de ambos 
Estados contratantes conforme la legislación interna de cada país, 
produciéndose lo que se denomina “conflicto de residencia”. Existe debate de si 
el conflicto de residencia implica necesariamente que la persona considerada 
residente en ambos Estados contratantes deba de tributar por su renta mundial 
en ambos países. La consideración mayoritaria es que sí, renta mundial, en 
aplicación de la última frase del apartado 1, si bien existen regímenes en distintos 
países que establecen una tributación cuasi-mundial, donde queda renta sin 
gravar, surgiendo así el debate. 

El MCOCDE aborda el conflicto de residencia en los apartados 2 (personas 
físicas) y 3 (personas jurídicas) del artículo 4 estableciendo para su resolución a 
efectos del Convenio una serie de reglas de desempate (tie-breaker rules, en 
inglés). 

El apartado 2 establece una serie de criterios cuando se trate de personas 
físicas, de aplicación en casada y de modo sucesivo, siendo el primer criterio el 
de la vivienda permanente. En el caso de que tenga vivienda en ambos Estados 
o en ninguno de los dos, deberá acudirse al siguiente criterio, el lugar donde la 
persona tenga su centro de intereses vitales, y así sucesivamente, el tercero, su 
vivienda habitual, el cuarto, la nacionalidad y, finalmente de no resolverse por 
este último criterio, se resolverá de común acuerdo de las autoridades 
competentes de los Estados afectados. 

El apartado 3 busca resolver el conflicto de residencia de personas no físicas, es 
decir, sociedades y otras agrupaciones de personas. El MCOCDE 2017, tras el 
proyecto BEPS, establece que las autoridades competentes de los Estados 
contratantes harán lo posible por determinar la residencia por acuerdo amistoso. 
En ausencia de ella, esa persona no podrá acogerse a las reducciones o 
exenciones fiscales previstas en este convenio, salvo en la forma y medida que 
puedan acordar las autoridades competentes de los Estados contratantes 

3.1.2.3. Establecimiento Permanente. Artículo 5 

La definición de establecimiento permanente (EP) es un concepto central para 
determinar cuándo el Estado de la Fuente puede gravar los beneficios 
empresariales de una empresa no residente. Su importancia radica en que 
constituye el umbral mínimo de presencia exigido por los convenios para atribuir 
potestad tributaria al Estado donde se desarrolla la actividad. La definición se 
complementa con unos extensos comentarios que aclaran sus elementos, 
incorporan ejemplos prácticos y reflejan la evolución de la fiscalidad 
internacional. El MCOCDE 2017 incorporó las modificaciones derivadas de la 
Acción 7 del Proyecto BEPS. 

La regla general se recoge en el apartado primero, que define el EP como un 
«lugar fijo de negocios mediante el cual una empresa realiza toda o parte de su 
actividad». De esta definición derivan tres requisitos esenciales: la existencia de 
un lugar de negocios, su carácter fijo y el ejercicio efectivo de una actividad 
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empresarial a través de él. Los apartados 2 y 3 desarrollan esta noción mediante 
una lista de supuestos de EP que incluye, por un lado, a sucursales, oficinas, 
fábricas, talleres, minas y, por otro, determinadas obras o proyectos de 
construcción e instalación que superen el umbral temporal previsto en el 
convenio aplicable (12 meses en el MCOCDE frente a 6 meses del MCONU). No 
obstante, estos supuestos solo constituyen establecimientos permanentes 
cuando concurren también los requisitos generales del apartado primero. 

Frente a estas reglas de inclusión, el apartado 4 recoge una serie de excepciones 
aplicables a actividades de carácter meramente preparatorio o auxiliar, como 
determinadas funciones de almacenamiento, exposición o suministro de 
mercancías. Sin embargo, para evitar estructuras artificiosas destinadas a 
fragmentar operaciones y beneficiarse indebidamente de estas excepciones, la 
Acción 7 de BEPS incorporó el apartado 4.1, conocido como cláusula anti-
fragmentación. Esta disposición impide aplicar las excepciones cuando varias 
actividades complementarias desarrolladas por la misma empresa o por 
entidades estrechamente vinculadas forman parte de una actividad económica 
unitaria de carácter no auxiliar. 

El artículo 5 también contempla supuestos en los que puede existir un 
establecimiento permanente sin necesidad de disponer de un lugar fijo de 
negocios. Así ocurre con los denominados agentes dependientes del apartado 
5, cuya actuación puede generar un EP cuando desempeñan habitualmente un 
papel principal en la conclusión de contratos por cuenta de la empresa. Por el 
contrario, los agentes independientes que actúan en el curso ordinario de su 
actividad quedan excluidos conforme al apartado 6. Finalmente, los apartados 7 
y 8 precisan que la mera pertenencia a un grupo multinacional no determina por 
sí misma la existencia de un EP y definen el concepto de empresas 
estrechamente vinculadas, relevante para la aplicación de diversas cláusulas 
antiabuso. 

El MCONU adopta una concepción más amplia del establecimiento permanente, 
reflejando el interés de los países en desarrollo por reforzar la tributación en el 
Estado de la Fuente. Además de las reglas tradicionales del MCOCDE, incorpora 
supuestos adicionales, entre los que destaca la denominada cláusula de 
prestación de servicios, que permite considerar establecimiento permanente la 
prestación continuada de servicios en un Estado durante un determinado período 
de tiempo, incluso sin disponer de un lugar fijo de negocios. Asimismo, el 
MCONU suele ampliar los supuestos de agentes dependientes, limitar el alcance 
de las excepciones por actividades auxiliares y establecer reglas específicas 
para actividades aseguradoras y de exploración o explotación de recursos 
naturales. 

Debe recordarse, en todo caso, que el establecimiento permanente carece de 
personalidad jurídica propia y no constituye un residente fiscal del Estado donde 
se encuentra situado. Se trata simplemente de un punto de conexión que permite 
atribuir potestad tributaria al Estado de la Fuente respecto de los beneficios 
empresariales vinculados a la actividad desarrollada en su territorio. En la 
actualidad, el principal desafío para esta figura proviene de la digitalización de la 
economía, que ha cuestionado la suficiencia de los criterios tradicionales 
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basados en la presencia física. Las propuestas sobre presencia económica 
significativa y establecimiento permanente virtual siguen ocupando un lugar 
destacado en el debate internacional. En este contexto, la actualización de 2025 
ha incorporado nuevos comentarios sobre los supuestos en que el teletrabajo 
puede constituir un lugar fijo de negocios y ha incluido una cláusula opcional 
destinada a facilitar la consideración como EP de determinadas actividades 
relacionadas con la explotación y exploración de recursos naturales no 
renovables, acortando plazos para determinar su existencia. 

3.1.3. Imposición de la Rentas 

Los artículos 6 a 21 del Modelo regulan la distribución de la potestad tributaria 
entre el Estado de la fuente y de la residencia en función de las distintas 
categorías de renta.  

3.1.3.1. Rentas inmobiliarias. Artículo 6 

La definición del término “bienes inmuebles” se encuentra en el apartado 2 del 
artículo, el cual se define conforme al derecho del Estado donde estén situados. 
A continuación, realiza una enumeración positiva de aquellos términos que se 
consideran en todo caso “bienes inmuebles”, tales como los bienes accesorios a 
los bienes inmuebles, el ganado y el equipo utilizado en las explotaciones 
agrícolas y forestales o el usufructo de bienes inmuebles, finalizando el apartado 
con la exclusión de los buques y aeronaves. En todo caso, se deberá ir al CDI 
bilateral que por la negociación también puede incluir otros conceptos, como la 
pesca o los pozos de petróleo o de gas, canteras, o madera en pie. 

El apartado 1 prevé una tributación compartida sin límite en el Estado de la 
Fuente. De tal forma, las rentas derivadas de bienes inmuebles (incluidas las 
rentas de explotaciones agrícolas o forestales) pueden someterse a imposición 
tanto en el Estado de situación del inmueble como en el Estado de residencia 
del perceptor. 

Dentro de este precepto se incluyen no solo las rentas procedentes de la 
utilización directa del bien, sino también aquellas obtenidas por cualquier forma 
de explotación económica del inmueble, en particular su arrendamiento, cesión 
o explotación onerosa, cualquiera que sea su modalidad jurídica (artículo 6.3). 
Finalmente, el apartado 4 refuerza la tributación compartida sin límite de las 
rentas derivadas de bienes inmuebles de una empresa. 

En el caso de España, la práctica convencional, sobre la base de su reserva del 
artículo 6, es ampliar el alcance de este artículo para incluir también las rentas 
derivadas del disfrute indirecto de bienes inmuebles, cuando dicho disfrute se 
articula a través de la tenencia de acciones o participaciones en entidades cuyo 
activo esté constituido principalmente por bienes inmuebles. 

3.1.3.2. Beneficios empresariales. Artículo 7 

El artículo 7 establece la tributación exclusiva en el Estado de Residencia de los 
beneficios empresariales. No obstante, cuando una empresa residente en un 
Estado contratante desarrolla su actividad en el otro Estado a través de un 
establecimiento permanente, los beneficios obtenidos pueden someterse a 
imposición en ambos Estados, si bien el Estado de la Fuente (donde se sitúa el 
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EP) únicamente puede gravar la parte de los beneficios que le sean atribuibles 
conforme al principio de empresa separada e independiente.  

Asimismo, conforme su apartado 4, el artículo 7 tiene carácter residual, de 
manera que solo resulta aplicable cuando no sea de aplicación otra disposición 
específica del Convenio. En consecuencia, cuando una renta encaja en un 
artículo especial —por ejemplo, dividendos, intereses o cánones—, este 
prevalece sobre la regla general de beneficios empresariales, salvo que dichos 
rendimientos estén efectivamente vinculados a la actividad del establecimiento 
permanente, como ocurriría en el caso de una cartera de inversiones gestionada 
por este. 

Los comentarios al artículo 7 del MCOCE 2017 se han visto actualizados en el 
2025, por un lado, derivado de los trabajos de la Acción 4 de BEP, se propone 
la adopción de normas sobre la limitación de la deducibilidad de los gastos 
financieros, afectando a su vez, a los artículos 8 y 24. Por otro, se incluye una 
nota al pie en el párrafo 7 reforzando la interpretación dinámica de la revisión del 
MCOCDE de 2008. 

3.1.3.3. Transporte Internacional Marítimo y Aéreo. Artículo 8 

En relación con los beneficios derivados de la explotación de buques o 
aeronaves en tráfico internacional, así como los derivados de la explotación de 
embarcaciones en aguas interiores si así de acuerda bilateralmente, el artículo 
8 rompe con la regla general del artículo 7 relativa a los beneficios empresariales, 
salvo que existe un EP, estableciendo la tributación exclusiva en el Estado donde 
esté la sede de dirección efectiva de estas empresas.  

Esta solución responde a la especial complejidad de estas actividades 
económicas, caracterizadas por su naturaleza eminentemente internacional y 
por la dificultad de identificar una presencia estable en cada jurisdicción. Por ello, 
el Modelo opta por un criterio simplificado. 

3.1.3.4. Empresas asociadas. Artículo 9  

El artículo 9 recoge una cláusula de ajuste en materia de precios de transferencia 
basada en el principio de plena competencia (arm’s length principle). Conforme 
a este precepto, las autoridades fiscales pueden ajustar los beneficios de una 
empresa cuando las operaciones con entidades vinculadas no se hayan 
realizado en condiciones de mercado y, por tanto, no reflejen los beneficios que 
se habrían obtenido entre partes independientes. 

Dado que estos ajustes pueden generar doble imposición económica, el propio 
artículo permite que el otro Estado realice un ajuste correlativo adecuado, 
siempre que considere que el ajuste primario es conforme con el principio de 
plena competencia, evitando así la doble imposición.  

La interpretación del artículo se apoya en las “Directrices de la OCDE aplicables 
en materia de precios de transferencia”, que desarrollan los estándares 
internacionalmente aceptados para la aplicación del principio de plena 
competencia. 

3.1.3.5. Dividendos. Intereses. Cánones.  Artículos 10 – 11 – 12. 
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El MCOCDE establece para las rentas pasivas de dividendos (artículo 10) e 
intereses (artículo 11) una regla de tributación compartida entre el Estado de la 
residencia del beneficiario efectivo y el Estado de la fuente, si bien este último 
ve limitada su potestad tributaria mediante tipos máximos o, en su caso, 
exención, según la naturaleza de la renta y la configuración del convenio.  

En el caso de los dividendos, el artículo 10, en su apartado 2, establece para el 
Estado de la Fuente (Estado de la sociedad pagadora) unos límites, con tipos 
reducidos en caso del beneficiario efectivo con una participaciones sustanciales, 
al menos, el 25% del capital de la sociedad pagadora durante un periodo de 365 
días (típicamente hasta el 5%) y un tipo superior en los demás supuestos 
(habitualmente hasta el 15% en el MCOCDE), mientras que el MCONU no fija 
tipos, aunque admite un umbral de participación más bajo (10%). No obstante, 
cuando los dividendos están efectivamente vinculados a un EP, quedan 
sometidos al artículo 7 como beneficios empresariales 

Respecto de los intereses, el artículo 11 establece igualmente una tributación 
compartida, atribuyendo al Estado de la Fuente (Estado de procedencia de los 
intereses) una potestad limitada mediante un tipo máximo para el beneficiario 
efectivo de los intereses (en torno al 10% en el MCOCDE, sin fijación de tipos en 
el MCONU).  

En cuanto a los cánones, el artículo 12 del MCOCDE se aparta de la tributación 
en la fuente y establece, como regla general, la tributación exclusiva en el Estado 
de residencia del beneficiario efectivo, al considerar estas rentas próximas a las 
empresariales. Sin embargo, el MCONU mantiene la potestad del Estado de la 
fuente, identificándolo con el Estado de residencia del deudor, aunque con 
límites convencionales no predeterminados. La tendencia de negociaciones 
bilaterales refleja la defensa del gravamen en la fuente por medio de una 
tributación compartida con límite en el Estado de la Fuente. En la red de 
Convenios de España encontramos convenios que siguen la tributación 
compartida de los cánones, tales como el Convenio con Argentina (2012), Brasil 
(1995) o Chile (2003). 

En relación con las definiciones de las rentas pasivas, en el caso de los 
dividendos (art. 10), el concepto se formula de manera amplia, abarcando no 
solo los rendimientos derivados de acciones u otros derechos de participación 
en sociedades, sino también aquellas rentas asimiladas por la normativa interna 
del Estado de la entidad pagadora, lo que permite cierta flexibilidad en su 
aplicación. En cambio, los intereses (art. 11) responden a una definición más 
acotada, si bien en la práctica convencional —como los convenios suscritos por 
España— es frecuente una remisión parcial o total a la legislación interna para 
determinar qué pagos tienen tal naturaleza, lo que introduce variabilidad 
interpretativa. Por su parte, los cánones o royalties (art. 12) presentan una 
delimitación más técnica y estructurada, incluyendo pagos por derechos de 
autor, patentes, marcas, know-how y, en el MCONU y en algunos convenios más 
antigua, también la cesión o uso de equipos industriales, comerciales o 
científicos, además de ciertas prestaciones vinculadas al software. 

3.1.3.6. Ganancias de capital. Artículo 13 
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El artículo 13 del MCOCDE determinada la distribución de potestad tributaria de 
las ganancias de capital en 5 apartados en función de la naturaleza del bien 
transmitido. 

Conforme el apartado 1, las ganancias derivadas de bienes inmuebles pueden 
gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se encuentre 
situado el inmueble, siguiendo el mismo criterio previsto para las rentas 
inmobiliarias del artículo 6, es decir, tributación compartida sin límite. 

En relación con bienes inmuebles, el apartado 4 también contempla la tributación 
compartida para las ganancias obtenidas en la transmisión de acciones o 
participaciones cuyo valor derive principalmente de bienes inmuebles situados 
en un Estado. El proyecto BEPS incluye en el MCOCDE 2017 varías 
modificaciones para evitar la elusión mediante sociedades inmobiliarias, por un 
lado, amplia el objeto de acciones a acciones o participaciones análogas y, por 
otro, incorpora el test de cómputo para la aplicación del artículo 14.4: si, en 
cualquier momento durante los 365 días que preceden a la enajenación, el valor 
de dichas acciones o participaciones análogas procede en más de un 50 por 
ciento, directa o indirectamente, de bienes inmuebles 

El MCONU amplía el apartado 4 a las ganancias derivadas de participaciones 
sustanciales en sociedades residentes. Por otro lado, España se reserva el 
derecho a gravar las ganancias resultantes de derecho al disfrute de bienes 
inmuebles situados en su territorio. 

Tratándose de ganancias obtenidas por la transmisión de bienes muebles 
afectos a un establecimiento permanente o el propio EP, el apartado 2 establece 
que puede someterse a imposición en el Estado donde esté situado dicho EP. 
Por el contrario, el apartado 3 señala que las derivadas de la enajenación de 
buques o aeronaves explotados en tráfico internacional tributan exclusivamente 
en el Estado donde esté la sede de dirección efectiva de las empresas que 
realizan la explotación. 

Finalmente, el apartado 5 funciona como un cajón de sastre para las ganancias 
derivadas de bienes distintos de los anteriores, las cuales tributan 
exclusivamente en el Estado de residencia del transmitente. 

3.1.3.7. Servicios profesionales independientes. Artículo 14 

Hasta el año 2000, el MCOCDE incluía un artículo 14 específico para las rentas 
derivadas de actividades profesionales o trabajos independientes. Estas rentas 
tributaban exclusivamente en el Estado de residencia salvo que el profesional 
dispusiera en el otro Estado de una “base fija” para el ejercicio de su actividad. 
Ante las dificultades interpretativas de su aplicación, se resolvió eliminar el 
artículo 14 e integrarlo en el marco general de los artículos 5 y 7, sometiéndolas 
al mismo régimen aplicable a los beneficios empresariales. 

Pese a su eliminación en el MCOCDE, numerosos convenios vigentes aún 
contienen este precepto. Además, el MCONU mantiene un artículo específico 
para los servicios profesionales independientes, permitiendo la tributación en el 
Estado de la fuente cuando el prestador disponga allí de una base fija o 
permanezca en dicho Estado durante más de 183 días, limitándose en ambos 
casos a las rentas atribuibles a la actividad desarrollada en ese territorio. 
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3.1.3.8. Rentas del trabajo. Artículo 15 

La regla general de la tributación de las rentas derivadas del trabajo por cuenta 
ajena, quedando fuera de su ámbito las rentas reguladas específicamente en el 
artículo 19, establece que los sueldos, salarios y demás remuneraciones 
similares tributan exclusivamente en el Estado de Residencia, salvo que el 
empleo se ejerza en el otro Estado contratante. En este último caso, el Estado 
donde se desarrolla efectivamente la actividad laboral puede también someter a 
imposición las retribuciones correspondientes. 

No obstante, el apartado segundo incorpora una excepción conocida como la 
“regla de los 183 días”, destinada a evitar la tributación en el Estado de la Fuente 
en supuestos de desplazamientos temporales. Conforme a esta regla, las 
remuneraciones continúan tributando exclusivamente en el Estado de 
Residencia del trabajador cuando concurren simultáneamente tres requisitos: 
que la permanencia en el otro Estado no exceda de 183 días en un período de 
doce meses, que las remuneraciones sean pagadas por un empleador no 
residente en ese otro Estado y que dichas retribuciones no sean soportadas por 
un establecimiento permanente situado allí. 

Finalmente, el apartado tercero contiene una regla especial para las 
remuneraciones obtenidas por miembros de la tripulación habitual de buques o 
aeronaves explotados en tráfico internacional. En estos supuestos, las rentas 
tributan exclusivamente en el Estado de residencia del trabajador, salvo cuando 
el transporte se realice únicamente entre puntos situados en el otro Estado 
contratante. 

3.1.3.9. Remuneraciones en calidad de consejeros. Artículo 16 

El artículo 16 establece una regla especial respecto del régimen general 
aplicable a las rentas del trabajo por cuenta ajena, atendiendo a las 
particularidades de las retribuciones y por la facilidad de deslocalización de este 
tipo de rentas. Conforme a este precepto, las remuneraciones obtenidas por los 
consejeros o administradores por el desempeño de sus funciones como 
miembros del órgano de administración de una sociedad pueden someterse a 
imposición en el Estado de residencia de la sociedad que satisface dichas 
retribuciones, con independencia del lugar donde se ejerza materialmente la 
actividad. 

3.1.3.10. Rentas de artistas y deportistas. Artículo 17 

Apartándose del régimen general previsto para las rentas del trabajo y las 
actividades empresariales, conforme a este precepto, las rentas derivadas de 
actuaciones personales realizadas por artistas del espectáculo —como actores, 
músicos o profesionales de radio, cine o televisión— y deportistas pueden 
someterse a imposición en el Estado donde dichas actividades se desarrollen 
materialmente, con independencia de la duración de la estancia, de la existencia 
de establecimiento permanente o de las reglas generales del artículo 15. Esta 
solución responde a la elevada movilidad internacional de estas actividades y a 
la necesidad de evitar supuestos de deslocalización o elusión fiscal. 

Asimismo, el apartado segundo incorpora una cláusula antiabuso aplicable 
cuando las remuneraciones derivadas de la actuación no se atribuyan 
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directamente al profesional, sino a otra persona o entidad, en cuyo caso, el 
Estado donde se realiza la actividad mantiene igualmente la potestad para gravar 
dichas rentas. De este modo, el artículo garantiza que la tributación corresponda 
al Estado en cuyo territorio se genera efectivamente el rendimiento económico 
asociado a la actuación artística o deportiva. 

3.1.3.11. Pensiones. Artículo 18 

El artículo 18 del MCOCDE regula la tributación exclusiva en el Estado de 
Residencia de las pensiones y demás remuneraciones derivadas de un empleo 
anterior en el sector privado, quedando fuera de su ámbito las pensiones 
públicas reguladas específicamente en el artículo 19. No obstante, los 
Comentarios al artículo 18 reconocen que, a pesar de que hay razones 
administrativas que justifican la tributación exclusiva en residencia, algunos 
Estados prefieren fórmulas de tributación compartida o en fuente.  

El MCONU recoge versiones alternativas al artículo 18, distinguiendo entre 
pensiones privadas y prestaciones derivadas de sistemas públicos de seguridad 
social, atribuyendo normalmente a estas últimas la tributación al Estado pagador. 
La práctica convencional española sigue mayoritariamente el MCOCDE de 
tributación exclusiva en residencia, aunque algunos convenios suscritos por 
España —como los celebrados con Alemania, Canadá, Luxemburgo, Suecia o 
Estados Unidos— prevén supuestos de tributación compartida o reglas 
específicas para las prestaciones de la Seguridad Social. 

3.1.3.12. Retribuciones públicas. Artículo 19 

Como regla general, la tributación de las remuneraciones y pensiones 
satisfechas por los Estados, sus subdivisiones políticas o entidades locales por 
servicios prestados a este solo pueden someterse a imposición en el Estado 
pagador, reflejando así el principio de soberanía fiscal sobre las remuneraciones 
públicas. No obstante, se establece una excepción cuando los servicios se 
prestan en el otro Estado contratante y el perceptor es residente y nacional de 
ese Estado —o no ha adquirido la residencia exclusivamente para prestar dichos 
servicios—, en cuyo caso la tributación corresponde exclusivamente al Estado 
donde se desarrolla la actividad. 

Un criterio similar se aplica a las pensiones públicas derivadas de servicios 
prestados al Estado, que tributan exclusivamente en el Estado pagador, salvo 
que el beneficiario sea simultáneamente residente y nacional del otro Estado 
contratante, supuesto en el que la potestad tributaria se desplaza al Estado de 
residencia.  

Finalmente, el apartado tercero excluye del ámbito del artículo 19 las actividades 
desarrolladas por el Estado en el marco de actividades económicas o 
empresariales, con especial relevancia, entidades públicas empresariales, 
universidades, hospitales públicos o empresas estatales. En tales casos, las 
remuneraciones y pensiones satisfechas quedan sometidas a las reglas 
generales aplicables a las rentas del trabajo, consejeros, artistas o pensiones 
privadas previstas en los artículos 15 a 18.  

3.1.3.13. Estudiantes. Artículo 20 
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La finalidad del artículo 20 del MCOCDE es favorecer la movilidad internacional 
de estudiantes e investigadores en formación evitando que las ayudas, becas o 
fondos destinados al sostenimiento económico durante la estancia académica 
queden sometidos a imposición en el Estado donde se realizan los estudios. De 
tal forma, para aquellos que se desplazan temporalmente a otro Estado con fines 
exclusivamente educativos o formativos, las cantidades que reciban para 
sufragar sus gastos de manutención, estudios o formación no se gravarán en el 
Estado de acogida, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese 
Estado y que el beneficiario haya sido residente del otro Estado contratante 
inmediatamente antes de su desplazamiento. 

Este artículo se desvía de la distribución de potestad tributaria propia analizada 
hasta el momento, dado que no atribuye una potestad tributaria específica al 
Estado de residencia, sino que se limita a impedir la tributación en el Estado de 
acogida respecto de rentas de fuente extranjera vinculadas al mantenimiento y 
formación del estudiante. 

Por su parte, el MCONU mantiene una regulación sustancialmente similar a la 
del MCOCDE, si bien presenta un enfoque más amplio, tales como las rentas 
percibidas por profesores. En España se ha incorporado la regla de tributación 
exclusiva en el Estado de la residencia cuando se cumplen determinadas 
condiciones (que exista una invitación por una universidad o institución o que el 
periodo de estancia sea limitado…), en convenios tales como: Bélgica, Bolivia, 
China o Corea.  

3.1.3.14. Otras rentas. Artículo 21 

El artículo 21 del MCOCDE actúa como una cláusula residual destinada a regular 
aquellas rentas que no encajan en ninguna de las categorías específicamente 
previstas en los artículos anteriores del Convenio. Conforme a este precepto, 
dichas rentas tributan exclusivamente en el Estado de Residencia del perceptor, 
con independencia del lugar donde procedan. No obstante, esta regla no resulta 
aplicable cuando la renta esté efectivamente vinculada a un establecimiento 
permanente situado en el otro Estado contratante, en cuyo caso la tributación se 
rige por el artículo 7 relativo a los beneficios empresariales. 

Frente a este enfoque restrictivo del MCOCDE, el MCONU adopta una posición 
más favorable al Estado de la Fuente, permitiendo que determinadas “otras 
rentas” puedan someterse también a imposición en el Estado de donde 
procedan.  

3.1.4. Imposición del Patrimonio. Artículo 22 

En el caso de que el Convenio bilateral incorpore el patrimonio en su ámbito 
objetivo, el artículo 22 regula su tributación siguiendo una lógica paralela a la 
distribución de potestades prevista para las rentas. En primer lugar, permite que 
el patrimonio constituido por bienes inmuebles situados en un Estado pueda 
someterse a imposición en ese mismo Estado, reforzando el criterio de 
vinculación territorial. En segundo lugar, establece que los bienes muebles 
integrados en el activo de un establecimiento permanente también puedan ser 
gravados en el Estado donde este se sitúa, en coherencia con el principio de 
atribución de beneficios del artículo 7. Asimismo, se atribuye exclusivamente al 
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Estado de Residencia el patrimonio afecto a la explotación internacional de 
buques o aeronaves, así como, con carácter general, el resto de los elementos 
patrimoniales no expresamente atribuidos a la fuente. 

En la práctica actual, este artículo ha perdido relevancia debido a la supresión 
progresiva de los impuestos sobre el patrimonio en numerosos Estados. España 
sigue esta tendencia, en su red de CDI más antigua preexisten CDI sobre 
patrimonio, si bien en las nuevas negociaciones versa solo sobre la renta. 

3.1.5. Métodos para Eliminar la Doble Imposición. Artículo 23 
3.1.5.1. Métodos de Exención y de Imputación (Crédito Fiscal) 

La finalidad primordial de los CDI es la eliminación de la doble imposición. El 
Capítulo V del MCOCDE establece dos métodos para eliminar la doble 
imposición internacional: el método de exención (artículo 23 A) y el método de 
imputación o crédito fiscal (artículo 23 B), dejando a los Estados libertad para 
optar por uno u otro en sus relaciones bilaterales. 

El Método de Exención se basa en que el Estado de residencia renuncia a gravar 
aquellas rentas o elementos patrimoniales que, conforme al Convenio, pueden 
someterse a imposición en el Estado de la fuente. No obstante, el Modelo matiza 
este principio permitiendo la exención con progresividad, de forma que las rentas 
exentas pueden tenerse en cuenta para determinar el tipo aplicable al resto de 
rentas. Este sistema es habitual en Estados que priorizan la eliminación más 
estricta de la doble imposición, aunque su aplicación se ve limitada en supuestos 
específicos de dividendos e intereses, donde puede operar el crédito fiscal. 

Por su parte, el Método de Imputación o Crédito Fiscal mantiene la potestad de 
gravamen del Estado de Residencia, pero obliga a este a deducir el impuesto 
satisfecho en el Estado de la Fuente, con el límite de la cuota que correspondería 
a dichas rentas en el Estado de residencia. Este sistema es el más extendido en 
la práctica convencional contemporánea, especialmente en los convenios 
suscritos por países con sistemas fiscales basados en la residencia, como 
España, al permitir un mayor control de la carga fiscal global sin renunciar a la 
tributación interna. 

En comparación de Modelos de Convenio, ambos métodos están igualmente 
presentes, aunque el MCONU muestra una mayor inclinación práctica hacia 
soluciones que refuercen la tributación en la fuente, lo que en ocasiones 
incrementa la importancia del crédito fiscal como mecanismo de corrección. En 
la actualidad, estos artículos adquieren especial relevancia en el contexto de la 
economía digital y de las estructuras multinivel de grupos multinacionales, donde 
la correcta aplicación del método de eliminación de la doble imposición resulta 
esencial para evitar tanto la doble imposición como situaciones de baja 
tributación no deseada. 

3.1.5.2. Cláusulas de Tax Sparing 

Las cláusulas de tax sparing contemplan los supuestos en los que el Estado de 
la Fuente concede incentivos fiscales que reducen o eliminan la tributación de 
determinadas rentas, de modo que, aunque no se haya satisfecho impuesto 
efectivo en dicho Estado, el Estado de Residencia reconoce un crédito como si 
la tributación se hubiera producido con arreglo al régimen general. Su finalidad 
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es preservar la eficacia de los incentivos fiscales concedidos por el país de la 
fuente en el marco de políticas de desarrollo. 

Estas cláusulas pueden articularse de distintas formas, ya sea reconociendo un 
crédito equivalente al impuesto que habría correspondido sin el incentivo, 
estableciendo un crédito “presunto” a tipos superiores, o sustituyendo el crédito 
por un mecanismo de exención en el Estado de residencia. Sin embargo, su 
utilización ha sido objeto de revisión crítica por la OCDE, especialmente en el 
informe sobre Tax Sparing de 1998, que cuestiona su eficacia como instrumento 
de ayuda al desarrollo y advierte sobre riesgos de planificación fiscal y 
repatriación anticipada de beneficios. Como consecuencia de esta evaluación 
crítica, los Comentarios al artículo 23 del MCOCDE ha ido desaconsejando su 
inclusión en los nuevos convenios.  

3.1.6. Disposiciones Especiales - Finales. 

A continuación, la estructura del Convenio enumera una serie de disposiciones 
especiales que se aparta de las reglas de distribución de la potestad tributaria 
con el fin de incluir disposiciones que pretenden garantizar el buen 
funcionamiento del convenio, reforzar la asistencia administrativa, así como 
evitar el abuso de Convenio. Cerrando la estructura encontramos las 
Disposiciones Finales sobre su entrada en vigor y denuncia.  

3.1.6.1. No discriminación. Artículo 24 

El artículo 24 consagra el principio de no discriminación en materia tributaria, 
como garantía esencial del sistema convencional. Su finalidad es asegurar que 
los nacionales de un Estado contratante no reciban en el otro Estado un trato 
fiscal más gravoso que el dispensado a los propios nacionales en situaciones 
comparables, extendiéndose esta protección incluso a personas no residentes 
en ninguno de los dos Estados. El precepto se amplía a los apátridas, a los 
establecimientos permanentes y a las empresas participadas por residentes del 
otro Estado. 

Asimismo, el artículo incorpora reglas específicas de neutralidad en materia 
empresarial, garantizando la deducibilidad de pagos como intereses, cánones o 
gastos efectuados entre empresas vinculadas de distintos Estados en 
condiciones equivalentes a las operaciones internas, salvo que procedan ajustes 
conforme a las normas de precios de transferencia. También impide tratamientos 
fiscales discriminatorios basados en la estructura del capital o en la residencia 
de los accionistas.  

En comparación, el MCOCDE presenta un enfoque más garantista y restrictivo 
de la discriminación, mientras que el MCONU admite, en mayor medida, ciertas 
diferencias de trato en favor del Estado de la Fuente. En la práctica actual, este 
artículo ha adquirido especial relevancia en el contexto de la fiscalidad de grupos 
multinacionales y en la revisión de regímenes fiscales preferenciales. 

3.1.6.2. Procedimiento amistoso. Artículo 25 

El Procedimiento Amistoso (Mutual Agreement Procedure, en adelante MAP) se 
ha convertido en el instrumento clave de resolución de controversias en materia 
de interpretación y aplicación del Convenio. El apartado primero permite a 
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cualquier persona afectada por una imposición no acorde con el Convenio acudir 
a la autoridad competente de cualquiera de los Estados contratantes conforme 
al MCOCE, si bien es habitual acordar que sea ante el Estado de Residencia, 
con independencia de los recursos internos, dentro de un plazo general de tres 
años desde la primera notificación del acto tributario. Su finalidad es garantizar 
la correcta aplicación del Convenio y evitar situaciones de doble imposición o 
imposición no conforme. 

Una vez iniciado el procedimiento, las autoridades competentes deben intentar 
resolver el caso mediante acuerdo amistoso, ya sea para eliminar la imposición 
contraria al Convenio en un caso concreto o para resolver dificultades 
interpretativas generales. No tiene obligación de resolver, si bien se busca un 
acuerdo conforme lo previsto en la Acción 14 de BEPS. En todo caso, el acuerdo 
alcanzado tiene eficacia obligatoria con independencia de los plazos del derecho 
interno, lo que garantiza su plena efectividad. 

El apartado 3 regula los MAP conocidos como “interpretativos”, que a diferencia 
del anterior no se inicia a instancia de parte sino de oficio por las autoridades 
competentes de los Estados contratantes con el objeto de resolver dudas 
interpretativas o de aplicación del Convenio, así como para eliminar la doble 
imposición de casos no previstos en el Convenio.  

Cada día es más relevante el apartado 5, que regula el arbitraje obligatorio y 
vinculante en caso de que las autoridades competentes no alcancen un acuerdo 
en un plazo de dos años, siempre que el contribuyente lo solicite y no exista una 
resolución judicial previa sobre la cuestión. En comparación, el MCONU 
mantiene un enfoque más limitado del procedimiento amistoso, sin generalizar 
el arbitraje obligatorio, lo que refleja su mayor sensibilidad hacia la soberanía 
fiscal de los Estados.  

La actualización del MCOCDE 2025 introduce dos cambios al Modelo 2017, por 
un lado, el nuevo apartado 6 relacionado con el Acuerdo General sobre el 
Comercio de Servicios (GATS – General Agreement on Trade in Services), que 
pretende que las controversias en el ámbito de un CDI se resuelvan por el 
artículo 25 y no por los mecanismos del GATS, y, por otro lado, los comentarios 
del artículo 25 reflejan las novedades de los trabajos de BEPS respecto a la 
Cantidad B del Pilar 1, en el sentido que su aplicación es voluntaria y si uno de 
los Estados ha decidido no aplicarlo, se resolverá conforme las Directrices de 
precios de transferencia de la OCDE 

3.1.6.3. Intercambio de información. Artículo 26 

El intercambio de información entre autoridades fiscales de los Estados 
contratantes se configura como un instrumento clave de la cooperación 
administrativa internacional. Su finalidad es permitir que los Estados 
intercambien información previsiblemente relevante para la aplicación del 
Convenio o de su legislación interna relativa a impuestos de cualquier naturaleza, 
es decir, va más allá del ámbito objetivo del Convenio, con el objetivo de prevenir 
el fraude, la evasión fiscal y asegurar una correcta aplicación del sistema 
tributario. En todo caso, la información debe mantenerse secreta y únicamente 
puede ser utilizada para los fines tributarios. No obstante, podrá ser utilizada 
para otros fines (por ejemplo, blanqueo de capitales o delitos financieros) cuando 
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ese fin este previsto en la legislación de ambos Estados y el Estado emisor lo 
autorice. 

El precepto establece un amplio deber de asistencia, donde los Estados no 
podrán negarse a dar la información solicitada alegando no tener interés 
doméstico en esa información o por tratarse de una información bancaria o en 
manos de las instituciones financieras (no secreto bancario). Si bien, también 
incorpora límites relevantes, como el secreto profesional, el secreto comercial o 
la imposibilidad de obligar a un Estado a adoptar medidas administrativas 
contrarias a su legislación o a su orden público.  

Reflejo del artículo 26, encontramos los Acuerdos de Intercambio de Información 
(Tax Information Exchange Agreement), que permiten el intercambio de 
información entre Estados, sin entrar en la distribución de la potestad tributaria 
entre ellos. 

La actualización del MCOCDE 2025 ha incido en los comentarios del artículo 26, 
párrafos 11 y 12. En primer lugar, recoge la posibilidad de utilizar la información 
recibido respecto a personas distintas del requerido inicialmente. En segundo 
lugar, aclara el derecho a acceder a la información del obligado tributario 
afectado, cuando sea pertinente, y, por último, afirma la posibilidad de utilizar la 
información recibida, debidamente anonimizada, para otros fines, como 
estadísticas, siempre que ambos Estados estén de acuerdo.  

3.1.6.4. Asistencia en recaudación. Artículo 27 

La asistencia en la recaudación entre los Estados contratantes permite que uno 
de ellos solicite al otro la adopción de medidas de cobro, medidas cautelares o 
de notificación respecto de impuestos exigibles conforme a su propia legislación, 
como si se tratara de sus propios créditos fiscales. No obstante, el artículo 
incorpora límites importantes, como la necesidad de que el Estado que solicita 
la asistencia deba haber agotado todas las vías internas para recaudar esa 
deuda tributaria, que el crédito sea exigible conforme a las normas del Estado 
requirente, añadiendo la posibilidad de denegar la asistencia en determinados 
supuestos de orden público o protección de derechos fundamentales.  

En comparación al MCOCDE, el MCONU contempla la asistencia en la 
recaudación, pero con un enfoque más flexible y menos desarrollado, reflejo de 
las diferencias de capacidad administrativa entre Estados. En la práctica actual, 
está ganado relevancia en el contexto internacional, como la Directiva5 de la UE, 
si bien no está muy generalizado en los convenios vigentes. En España, se prevé 
este artículo en Convenios como Alemania, Argelia, Bélgica, Canadá, Colombia 
o Kazajstán. 

3.1.6.5. Miembros de misiones diplomáticas y oficinas consulares. Artículo 28 

Este artículo establece que los privilegios fiscales conferidos a los miembros de 
las misiones diplomáticas y las oficinas consulares en virtud del derecho 
internacional o de tratados especiales no se verán afectados por lo acordado en 
el CDI. 

 
5 Directiva 2010/24/UE del Consejo de 16 de marzo de 2010 sobre la asistencia mutua en materia de cobro 

de los créditos correspondientes a determinados impuestos, derechos y otras medidas 
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3.1.6.6. Derechos a los Beneficios del Convenio. Artículo 29 

Con la Acción 6 del Proyecto BEPS el MCOCDE 2017 incorpora en el artículo 29 
las principales medidas convencionales destinadas a prevenir el uso impropio de 
los convenios para evitar la doble imposición (treaty shopping y otras formas de 
utilización abusiva). Su finalidad es garantizar que las ventajas convencionales 
se otorguen únicamente cuando resulten coherentes con el objeto y finalidad del 
tratado, evitando situaciones de doble no imposición o de imposición reducida 
obtenidas mediante estructuras artificiosas o carentes de sustancia económica 
suficiente. 

El precepto articula dos grandes mecanismos antiabuso. Por un lado, incorpora 
las denominadas cláusulas de limitación de beneficios (Limitation on Benefits o 
LOB), contenidas en los apartados 1 a 7, que restringen de forma objetiva el 
acceso al convenio a quienes no reúnen determinadas condiciones de 
vinculación económica, actividad o sustancia con el Estado de residencia. 
Asimismo, el apartado 8 permite denegar los beneficios del convenio cuando 
determinadas rentas se canalizan a través de establecimientos permanentes 
situados en terceros Estados que disfrutan de una tributación reducida o nula. 

Por otro lado, el apartado 9 recoge la cláusula de propósito principal (Principal 
Purpose Test o PPT). Conforme a esta regla, los beneficios convencionales 
pueden denegarse cuando sea razonable concluir que uno de los propósitos 
principales de una operación o estructura fue obtener dichos beneficios, salvo 
que su concesión resulte coherente con el objeto y finalidad del convenio. Esta 
cláusula se ha convertido en una herramienta esencial para combatir el uso 
abusivo de los CDI y las estructuras artificiosas de carácter internacional. 

3.1.6.7. Extensión territorial. Artículo 30 

A pesar de no reflejarse en el artículo 3 del MCOCDE, el término “Estado” se 
recoge habitualmente entre las definiciones generales en los CDI bilaterales.  El 
artículo 30 permite la extensión territorial del Convenio, especialmente ventajoso 
para Estados con territorios de ultramar o que asumen las relaciones 
internacionales de otros Estados o territorios.  

De forma que, sin necesidad de nuevas negociaciones, la aplicación del 
Convenio se amplía, mediante acuerdo entre los Estados contratantes y 
normalmente a través de intercambio de notas diplomáticas, a otros territorios, 
siempre que en esos territorios se apliquen impuestos de naturaleza análoga al 
ámbito objetivo del Convenio. Además, se prevé que la denuncia del convenio 
principal arrastre, salvo pacto en contrario, la finalización de su extensión 
territorial.  

3.1.6.8. Entrada en vigor. Artículo 31 

Es clave determinar la entrada en vigor del Convenio para su correcta aplicación 
teniendo en cuenta los particulares procedimientos internos de ratificación y 
entrada en vigor. El artículo 31 del MCOCDE, con carácter general, establece 
que entra en vigor una vez que los Estados contratantes intercambien los 
instrumentos de ratificación. En España, la fecha en la que se considera que 
entra en vigor es la de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. A 
continuación, se determina el momento a partir del cual comenzará su aplicación 
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efectiva conforme a las reglas específicas que cada CDI concreta para cada 
Estado. Por ejemplo, en relación con impuestos retenidos en la fuente, los 
efectos se producen coincidiendo con el momento de entrada en vigor, mientras 
que en relación con los demás impuestos o disposiciones generales se suele 
proponer una fecha, normalmente el 1 de enero siguiente a la entrada en vigor.  

Este artículo cobra especial relevancia por la necesidad de coordinar su entrada 
en vigor con otros instrumentos internacionales, como la MLI, que modificar 
simultáneamente la operatividad de los CDI ya ratificados. 

3.1.6.9. Denuncia. Artículo 32 

El CDI permanecerá en vigor indefinidamente hasta que uno de los Estados 
contratantes decida ponerle fin o denuncie mediante notificación diplomática 
escrita con la antelación prevista (a partir de un determinado año y que ha de 
fijarse de común acuerdo, normalmente cinco años de periodo mínimo), 
momento a partir del cual dejará de aplicarse conforme a las reglas específicas 
de cada Estado en materia de efectos temporales.  

En la práctica actual, su relevancia se vincula al hecho de que los CDI pueden 
ser modificados o sustituidos por nuevos acuerdos o por la aplicación de 
instrumentos multilaterales como la Convención Multilateral (MLI), lo que hace 
que la denuncia formal conviva con procesos de actualización material del propio 
sistema convencional. 

En el caso de España, el Convenio entre España y Dinamarca dejó de estar en 
vigor el 1 de enero de 2009 tras la denuncia comunicada por Nota de fecha 10 
de junio de 2008, de la Embajada de Dinamarca.  

3.2. COMENTARIOS 

El MCOCDE recoge, a continuación del Articulado, los Comentarios, si bien no 
forman parte del texto normativo del Convenio bilateral. Por ello, los comentarios 
cumplen, en primer lugar, una función interpretativa al precisar el alcance de 
conceptos jurídicos utilizados en los artículos del Modelo que no siempre 
aparecen definidos en su texto. Así ocurre, por ejemplo, con nociones como 
“pensión”, “beneficiario efectivo” o la delimitación entre servicios y know-how en 
los artículos sobre rentas del capital.  

En segundo lugar, los Comentarios cumplen una función de desarrollo normativo 
flexible, al incluir propuestas alternativas que los Estados pueden incorporar 
opcionalmente en sus convenios bilaterales. Es el caso de cláusulas antiabuso, 
exenciones en materia de intereses o ajustes específicos en artículos como el 
11 o el 12. En esta misma línea, también reflejan posiciones divergentes entre 
Estados, evidenciando que el Modelo es un instrumento de consenso y no un 
texto plenamente uniforme, como ocurre en materia de pensiones o 
establecimiento permanente. 

Por último, los Comentarios incorporan soluciones interpretativas a cuestiones 
no reguladas expresamente en el articulado, como el comercio electrónico, las 
partnerships, los planes de pensiones transfronterizos, las opciones sobre 
acciones para empleados o el uso indebido de los convenios.  
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En este sentido, han adquirido una relevancia creciente en la práctica 
internacional, especialmente tras el proyecto BEPS, ya que funcionan como una 
guía dinámica de interpretación que complementa el texto convencional y se 
integra en la aplicación práctica de los CDI, tanto en el marco del MCOCDE como 
del MCONU. 

3.3. RESERVAS Y OBSERVACIONES. POSICIONES. 

El MCOCDE no se compone únicamente del articulado y los comentarios, sino 
que se completa con un tercer elemento esencial para comprender su 
funcionamiento práctico: las Reservas a los artículos y las Observaciones a los 
comentarios de los países miembros de la OCDE, así como las posiciones de los 
Estados no miembros. Este conjunto permite reflejar el carácter de “consenso 
flexible” del Modelo, en el que no todos los Estados comparten plenamente el 
mismo enfoque sobre determinadas normas o interpretaciones.  

3.3.1. Reservas 

Las reservas son declaraciones de un Estado que expresa su desacuerdo o 
especificidad con el contenido de un artículo concreto del Modelo. Ello permite 
conocer la posición de los Estados contrapartes en sus negociaciones de 
convenios bilaterales, posiciones que pueden limitar, incluso modificar 
sustancialmente el artículo. España ha presentado numeras reservas al 
articulado del MCOCDE, como al artículo 6 y artículo 13 que reserva su derecho 
a gravar las rentas generadas del disfrute de inmuebles situados en su territorio, 
o al artículo 11 que reserva su derecho a ampliar la definición de intereses a su 
normativa interna. 

3.3.2. Observaciones 

Las observaciones establecen las posiciones de los países a comentarios del 
Modelo, pudiendo el Estado estar de acuerdo con el contenido del artículo o 
haber incluido una reserva a la misma, ya sea por razones de compatibilidad con 
su derecho interno o por discrepancias de política fiscal. En este sentido, las 
observaciones permiten preservar la coherencia entre el Modelo y los distintos 
sistemas tributarios nacionales sin alterar el texto convencional. En el caso de 
España encontramos, entre otras, observaciones al artículo 1 en relación con la 
transparencia fiscal (versión 2025) o al artículo 4 al no aceptar plenamente los 
ejemplos de residencia fraccionada durante un mismo año fiscal, ya que el IRPF 
español se determina por años naturales completos, salvo fallecimiento. 

3.3.3. Posiciones 

Cerrando los Comentarios de cada Artículo cabe reflejar las posiciones de 
Estados no miembros de la OCDE que representan su participación en la 
elaboración y evolución del Modelo, lo que refuerza su dimensión global.  

Países como Argentina, Brasil, China, India, Sudáfrica o Tailandia entre otros, 
pueden expresar sus puntos de vista tanto sobre el articulado como sobre los 
comentarios, contribuyendo a la adaptación del MCOCDE a realidades fiscales 
diversas. Esta apertura ha sido clave en la evolución reciente del Modelo, 
especialmente tras el proyecto BEPS, y aproxima progresivamente el MCOCDE 
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y el MCONU, aunque este último mantiene un enfoque más favorable a la 
tributación en la fuente. 

3.4. PROTOCOLOS 

Los Protocolos constituyen un elemento esencial de la práctica convencional 
internacional, aunque no formen parte de la estructura del MCOCDE ni del 
MCONU. Su valor jurídico es idéntico al del propio convenio, ya que se negocian 
y aprueban conforme a los mismos procedimientos y forman parte integrante del 
acuerdo internacional. En la práctica, los protocolos permiten completar, aclarar 
o modificar el contenido del convenio sin necesidad de alterar su estructura 
principal, por lo que resultan especialmente frecuentes en la red de convenios 
suscritos por España. 

Puede distinguirse entre dos grandes categorías de protocolos. Por un lado, los 
Protocolos Adicionales al texto principal del Convenio, firmados 
simultáneamente, contienen disposiciones complementarias que aclaran su 
aplicación o recogen acuerdos específicos alcanzados durante la negociación. 
Por otro lado, los Protocolos Modificativos, negociados con posterioridad a la 
entrada en vigor del convenio para actualizar o aclarar determinadas 
disposiciones sin necesidad de renegociar el texto completo. Este mecanismo 
ha sido ampliamente utilizado para adaptar convenios antiguos a los nuevos 
estándares internacionales en materias como intercambio de información, 
asistencia en la recaudación o medidas antiabuso. No deben confundirse con los 
acuerdos o intercambios de cartas derivados del procedimiento amistoso, que 
tienen una finalidad meramente interpretativa y no modifican formalmente el 
convenio.  

Entre las cláusulas más habituales de los protocolos iniciales destacan las 
destinadas a precisar conceptos utilizados en el convenio, resolver divergencias 
interpretativas entre los ordenamientos de los Estados contratantes o introducir 
reglas aplicables únicamente a una de las partes. También son frecuentes las 
denominadas cláusulas de nación más favorecida, especialmente en materia de 
dividendos, intereses y cánones, mediante las cuales un Estado se compromete 
a extender a su contraparte los beneficios fiscales que posteriormente conceda 
a un tercer Estado en circunstancias comparables. Estas cláusulas, muy 
presentes en la práctica convencional española, pueden operar de forma 
automática o requerir una actuación posterior de las autoridades competentes. 

Las tendencias más recientes muestran una creciente utilización de los 
protocolos para incorporar medidas derivadas del proyecto BEPS y de la 
Convención Multilateral (MLI). En particular, es frecuente encontrar en ellos 
cláusulas antiabuso, reglas de limitación de beneficios, precisiones sobre la 
aplicación de la cláusula de propósito principal (PPT) o disposiciones reforzadas 
de intercambio de información. De este modo, los protocolos se han convertido 
en un instrumento flexible para adaptar los convenios a los nuevos estándares 
internacionales sin necesidad de sustituir íntegramente los acuerdos vigentes. 
 
4. NEGOCIACIÓN 

La celebración de convenios para evitar la doble imposición constituye una de 
las decisiones más relevantes de la política fiscal internacional de un Estado. 
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Aunque tradicionalmente se asocian a la eliminación de situaciones de doble 
imposición, su alcance es mucho más amplio, pues forman parte de la 
arquitectura jurídica que sustenta las relaciones económicas internacionales, 
favorecen la movilidad internacional de capitales y personas, y desempeñan 
funciones esenciales en materia de seguridad jurídica, atracción de inversiones 
y cooperación administrativa entre jurisdicciones tributarias, como el intercambio 
de información, la asistencia en la recaudación o los procedimientos amistosos 
para resolver controversias. 

4.1. PREPARACIÓN 

La primera cuestión que debe plantearse cualquier Estado es la necesidad de 
negociar un convenio con un Estado determinado y cuáles son los objetivos 
concretos que pretende alcanzar. La respuesta dependerá de las características 
de su economía, de su sistema tributario y de su posición en los flujos 
internacionales de inversión y comercio. Precisamente por ello, la decisión de 
negociar un CDI exige un ejercicio previo de política tributaria.  

Antes de iniciar cualquier negociación resulta imprescindible analizar cómo 
encajará el futuro convenio en el diseño general del sistema fiscal, cuáles son 
los objetivos perseguidos y con qué país o países debe iniciarse las 
negociaciones.  

La selección de los potenciales socios responde a criterios objetivos, así como, 
en ocasiones, diplomáticos. En primer lugar, resulta lógico priorizar aquellos 
Estados con los que existan relaciones económicas significativas o respecto de 
los cuales se pretenda fomentar un mayor intercambio comercial, financiero o 
tecnológico. La intensidad de los flujos de inversión, la presencia de empresas 
multinacionales, la movilidad de trabajadores y profesionales o la existencia de 
vínculos históricos y culturales son factores que habitualmente justifican la 
apertura de negociaciones. 

No obstante, la existencia de relaciones económicas relevantes no constituye el 
único elemento a considerar. También resulta esencial evaluar las 
características del sistema tributario de la contraparte, su capacidad 
administrativa y su grado de compromiso con la aplicación efectiva de los 
acuerdos y estándares internacionales. Un convenio fiscal presupone una 
relación de confianza entre las administraciones tributarias implicadas. Por ello, 
la voluntad de cooperación, la calidad institucional, la transparencia y la 
capacidad técnica del otro Estado constituyen factores tan importantes como la 
propia dimensión económica de las relaciones bilaterales. 

La definición de una política convencional coherente exige además determinar 
qué tipo de convenio desea negociar el Estado. No basta con decidir con quién 
negociar; también es necesario establecer qué modelo de reparto de potestades 
tributarias resulta más adecuado. Ello implica adoptar posiciones claras respecto 
a cuestiones tan relevantes como la definición de establecimiento permanente, 
la tributación de dividendos, intereses y cánones, los métodos para eliminar la 
doble imposición, las cláusulas antiabuso o los mecanismos de resolución de 
conflictos. Aunque los Modelos de Convenio constituyen el punto de partida 
habitual, cada país debe desarrollar una política propia que refleje sus 
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necesidades económicas y administrativas y garantice una cierta coherencia 
entre los distintos convenios de su red. 

Desde una perspectiva operativa, la negociación requiere una preparación 
técnica rigurosa. El éxito de una negociación depende en gran medida del trabajo 
previo realizado antes del inicio de las reuniones formales. Resulta 
imprescindible conocer en profundidad tanto el propio sistema tributario como el 
de la contraparte, analizar los convenios previamente firmados por esta y 
detectar los aspectos susceptibles de generar controversia. Del mismo modo, es 
fundamental que los equipos negociadores cuenten con una formación 
especializada y actúen sobre la base de directrices previamente definidas por las 
autoridades responsables de la política tributaria. 

4.2. NEGOCIACIÓN 

La negociación propiamente dicha (Rondas de negociación) debe concebirse 
como un proceso de búsqueda de equilibrios entre intereses potencialmente 
divergentes. La defensa de la posición nacional requiere firmeza técnica, pero 
también flexibilidad para alcanzar soluciones mutuamente satisfactorias. La 
experiencia demuestra que los acuerdos más estables son aquellos que 
responden a una comprensión adecuada de las necesidades y limitaciones de 
ambas partes y que se sustentan en relaciones de cooperación duraderas. 

Finalmente, la política convencional no concluye con la firma del tratado. Los 
convenios deben ser objeto de un seguimiento continuo para verificar si siguen 
respondiendo a los objetivos que justificaron su celebración. Los cambios en la 
economía internacional, la evolución de los modelos de negocio, las nuevas 
iniciativas internacionales contra la erosión de bases imponibles y las 
transformaciones experimentadas por las economías nacionales pueden hacer 
necesaria la actualización o renegociación de convenios antiguos. Por ello, una 
política moderna de CDI exige no solo negociar nuevos acuerdos, sino también 
evaluar periódicamente la eficacia de los ya existentes y adaptarlos a las nuevas 
circunstancias económicas y fiscales. 

Reflejo de lo anterior se encuentra en la actualización de la red de convenios 
suscritos por España, renegociando los CDI bilaterales suscritos con Austria, 
Bélgica, Canadá, China, Finlandia, India, Japón, México, Reino Unido y 
Rumanía y actualizando por medio del MLI a casi 90 Convenios, tales como 
Alemania, Corea del Sur, Nueva Zelanda, entre otros. 

En definitiva, la negociación de convenios para evitar la doble imposición 
constituye una decisión estratégica de política tributaria que exige una cuidadosa 
valoración de costes y beneficios, una adecuada selección de los socios 
convencionales y una metodología negociadora basada en la preparación 
técnica y la coherencia institucional. Solo de esta manera los CDI pueden cumplir 
eficazmente su función de facilitar las relaciones económicas internacionales sin 
comprometer los objetivos recaudatorios y de justicia tributaria de los Estados. 
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